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INCOMPETENCIA TUTELA/ Vinculación aparente de entidad del orden nacional del sector central/ Competencia juez del circuito por naturaleza del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
“No obstante que en el libelo se involucra a la Nación-Ministerio de Educación Nacional, no halla la Sala ninguna situación de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte. Lo que razonadamente se infiere de sus líneas, en las que se da cuenta de un reclamo prestacional, es que el llamado a responder es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y del anexo arrimado se desprende, de igual forma, el envío de la petición a dicha dependencia, sin que se avizore razón alguna para hacer intervenir a la cartera ministerial anunciada por la interesada como extremo pasivo.” 

Cita: Corte Constitucional, auto 102 de 2008.
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo
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Actuando en su propio nombre y en calidad, afirma, de tutora de Laura Vanessa Díaz Arias (actualmente Barragán Díaz –por reconocimiento paterno-), y de Kelly Mariana Díaz Arias, la señora Magnolia Arias de Díaz, presenta acción de tutela frente a la “NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO”, con el fin de que se le protejan los  derechos fundamentales que nominó como: “Preámbulo de la Constitución, dignidad humana, fines esenciales del Estado, la Constitución es norma de normas”, derechos inalienables, igualdad, de petición, debido proceso, protección especiales a personas de la tercera edad, seguridad social, mínimo vital y móvil, que considera vulnerados por la parte demandada, que no le da respuesta a la solicitud elevada para el cumplimiento de sentencias judiciales que ordenaron el pago de pensión de sobrevivientes las citas menores de edad.
                                          No obstante que en el libelo se involucra a la Nación-Ministerio de Educación Nacional, no halla la Sala ninguna situación de donde pueda desprenderse amenaza o vulneración de derecho fundamental por su parte. Lo que razonadamente se infiere de sus líneas, en las que se da cuenta de un reclamo prestacional, es que el llamado a responder es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y del anexo arrimado se desprende, de igual forma, el envío de la petición a dicha dependencia, sin que se avizore razón alguna para hacer intervenir a la cartera ministerial anunciada por la interesada como extremo pasivo. 
  



En virtud de lo indicado, para establecer qué juez es competente, entonces, para conocer de una acción de tutela contra dicho Fondo, es preciso acudir a lo que la jurisprudencia constitucional ha señalado sobre el particular. Concretamente se ha dicho que: 

  


 “Al estar dirigida esta acción de tutela contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para la Corte la regla de reparto que se debe aplicar en el caso concreto es la prevista en el numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según la cual “A los Jueces del Circuito o con categorías de tales, le serán repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental”. Lo anterior,  teniendo que esta corporación en el Auto 167 de 2005
, constató la naturaleza jurídica del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio. Estableció que ésta es la de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter indirecto del orden nacional, vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía administrativa. 

   


Entre tanto, el Fondo… es sólo una cuenta de la Nación y que no ostenta la calidad de ente descentralizado, mas quien administra sus dineros y procede al pago de las obligaciones de dicho fondo sí lo es…  Se sigue entonces, que son competentes para conocer de las acciones de tutela que estén dirigidas contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio los Jueces de Circuito, o con categoría de tales, del lugar donde ocurrió la violación o amenaza de vulneración que motivó la interposición de la acción constitucional.
 


En conclusión, la normatividad que define el carácter jurídico del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, corresponde a los Jueces del Circuito, o con categoría de tales, el conocimiento en primera instancia de las acciones de tutela que sean interpuestas contra esta entidad…” 

 En ese orden de ideas, hecha la disertación del caso, que lleva a excluir a la Nación-Ministerio de Educación Nacional, y siguiendo de cerca el derrotero jurisprudencial anunciado, la competencia en este caso, radica en un Juez con categoría de Circuito de la localidad, y no en esta Corporación. 

  



Es pertinente precisar que no se desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional en el que impuso como obligación a los funcionarios judiciales asumir el conocimiento de las demandas de tutela y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; pero la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil
, ha venido haciendo hincapié en que no comparte esa forma de ver las cosas, y es así como frente a situaciones de similar matiz conocidas por Salas de esta Corporación, declaró la nulidad de todo lo actuado, al estimar que carecía de competencia para conocer del proceso y ordenó su remisión a un juzgado de circuito
.

  



Posición que esta Sala comparte y que ha sido asumida también por el Consejo de Estado  en varios pronunciamientos de tiempo atrás, como lo deja ver el auto del 12 de agosto de 2010, con ponencia del Consejero Filemón Jiménez Ochoa, en el proceso radicado bajo el número 66001-23-31-000-2010-00162-01. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, por falta de competencia se abstiene de conocer de la  presente acción de tutela y dispone el envío de la misma, junto con sus anexos, a la Oficina Judicial para efectos de que sea repartida entre los Juzgados con categoría de Circuito de esta ciudad, a fin de que allí se surta el trámite correspondiente.

Entérese a la demandante por el medio más expedito.

Notifíquese 

El Magistrado,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Auto 102/08


� Así lo entendió la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que se ha separado de aquella interpretación como puede leerse, por ejemplo en el autos del 13 y del 14 de mayo de 2009, expedientes 11001-22-03-000-2009-000436-01 y 76001-22-03-000-2009-00078-01, ambos con ponencia del Magistrado William Namén Vargas. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Auto del 22 de enero de 2014. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. Referencia 1110001-22-03-000-2013-02009-01. 
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